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SEÑOR/A JUEZ/A CONSTITUCIONAL DE ….
ACCIÓN DE HÁBEAS CORPUS
I.- NOMBRE DE LOS LEGITIMADOS ACTIVOS.- 
…. Servidores de la Defensoría del Pueblo, ante usted muy respetuosamente comparecemos y decimos:, al amparo de los artículo 11,  numeral 3, 215 numeral 1 de la Constitución de la República y de los artículos 9 literal b de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional  legitimado para presentar la siguiente acción de hábeas corpus conforme lo previsto en el artículo 89 de la Constitución de la República y artículos 43 numeral …..y 44 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en favor de  las personas privadas de la libertad que se encuentran dentro del Sistema Nacional de Rehabilitación Social (SNRS)
II.- IDENTIFICACIÓN DE LA AUTORIDAD PÚBLICA O LEGITIMADO PASIVO.- 
Las personas requeridas en la presente acción de habeas corpus son ….contra quienes presentamos la acción de hábeas corpus por ser los legitimados pasivos dentro del presente caso.
III. RELACIÓN CIRCUNSTANCIADA DE LOS HECHOS
Detallar la situación que amerita la presentación de la acción de habeas corpus..
IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO
Esta garantía jurisdiccional de Hábeas Corpus se fundamenta con los artículos: 11 numeral 3,  66, 89 y  90 de la Constitución de la República.  Los artículos 6,  44, 45 y 46 de la  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  Del contenido de estas normas vale destacar lo siguiente: 
La norma constitucional en el artículo 89 prescribe: “La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad física de las personas privadas de libertad”. De igual forma determina que en caso de verificarse cualquier forma de tortura, trato inhumano, cruel o degradante se dispondrá la libertad de la víctima, su atención integral y especializada, y la imposición de medidas alternativas a la privación de la libertad cuando fuera aplicable. 

En concordancia con la norma constitucional mencionada, el artículo 44 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional manda: “Art. 44.- Trámite.- La acción de hábeas corpus, en lo que no fueren aplicables las normas generales, seguirá el siguiente trámite: 2.Cuando se desconozca el lugar de privación de libertad, se podrá presentar la acción ante la jueza o juez del domicilio del accionante. Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un proceso penal, la acción se interpondrá ante la Corte Provincial de Justicia; de haber más de una sala, se sorteará entre ellas”. Queda claro que cuando se desconozca el lugar de privación de libertad, se podrá presentar la acción ante la jueza o juez del domicilio del accionante.
La Constitución de la República del Ecuador en el Art. 66 numeral 3literal a)  reconoce el derecho a la integridad personal, que incluye la integridad física, psíquica, moral y sexual, así también en el mismo Artículo en el numeral 10 se reconoce el derecho a tomar decisiones libres, responsables e informadas sobre su salud. Así también en relación a los deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos la norma constitucional prevee:
1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad competente. 
5. Respetar los derechos humanos y luchar por su cumplimiento.
La Constitución de la República contempla en su artículo 35, dentro de los grupos de atención prioritaria a las personas privadas de libertad, por su vulnerabilidad al estar limitada su movilidad y estar bajo custodia y protección directa de funcionarios estatales. 
Sobre el derecho a la vida,  integridad y trato digno

Dentro de los derechos de libertad, nuestra carta magna reconoce y garantiza a las personas en su artículo 66, el derecho a la inviolabilidad de la vida y a la integridad personal que incluye: “a) La integridad física, psíquica, moral y sexual.(…) c) La prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, inhumanos o degradantes. (…)”
Uno de los principios fundamentales del derecho internacional y de los estándares internacionales relevantes en materia de tratamiento de los reclusos es que se los debe tratar de manera humana y respetando la dignidad y los derechos inherentes al ser humano. En virtud del derecho internacional, se prohíben la tortura y el trato inhumano o degradante respecto de cualquier recluso, incluso respecto de aquellos que se consideran de alto riesgo. Las administraciones penitenciarias no pueden invocar circunstancia alguna como justificativo del empleo de tortura o malos tratos. De esta forma conviene citar lo expuesto en varios instrumentos internacionales:
La Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 3 señala que: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.”
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo 1 determina que: “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la integridad, a la seguridad de su persona”.
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, indica:

 “(…) Artículo 7 

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos.

Artículo 10

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano (…).”

De igual forma la Regla 1 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela) señala: 

“(…) Todos los reclusos serán tratados con el respeto que merecen su dignidad y valor intrínsecos en cuanto seres humanos. Ningún recluso será sometido a tortura ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, contra los cuales se habrá de proteger a todos los reclusos, y no podrá invocarse ninguna circunstancia como justificación en contrario. Se velará en todo momento por la seguridad de los reclusos, el personal, los proveedores de servicios y los visitantes. (…)”

El Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley en su artículo 2 determina 

“En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y defenderán los derechos humanos de todas las personas.”

En el mismo sentido, el Principio 1 de los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas indica:

“(…) Principio I - Trato humano

Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de cualquiera de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos será tratada humanamente, con irrestricto respeto a su dignidad inherente, a sus derechos y garantías fundamentales, y con estricto apego a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante de los Estados frente a las personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará su vida e integridad personal, y se asegurarán condiciones mínimas que sean compatibles con su dignidad.

Se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, ejecución, desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, violencia sexual, castigos corporales, castigos colectivos, intervención forzada o tratamiento coercitivo, métodos que tengan como finalidad anular la personalidad o disminuir la capacidad física o mental de la persona.

No se podrá invocar circunstancias, tales como, estados de guerra, estados de excepción, situaciones de emergencia, inestabilidad política interna, u otra emergencia nacional o internacional, para evadir el cumplimiento de las obligaciones de respeto y garantía de trato humano a todas las personas privadas de libertad. (…)
Sobre las condiciones de privación de libertad

Considerando que la separación para el adecuado tratamiento de las personas privadas de libertad es un aspecto esencial para garantizar la seguridad de los centros es importante considerar lo establecido en la normativa nacional al respecto, de esta manera el Código Orgánico Integral Penal determina:
Artículo 7.- Separación.- Las personas privadas de libertad se alojarán en diferentes lugares de privación de libertad o en distintas secciones dentro de dichos establecimientos, de acuerdo a su sexo u orientación sexual, edad, razón de la privación de libertad, necesidad de protección de la vida e integridad de las personas privadas de libertad o las necesidades especiales de atención, según las disposiciones del Libro Tercero de este Código.

En ningún caso, la separación de las personas privadas de libertad se utilizará para justificar discriminación, imposición de torturas, tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes o condiciones de privación de libertad más rigurosas o menos adecuadas a un determinado grupo de personas.

El Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social en cuanto a la separación de las personas privadas de libertad determina lo siguiente:
Artículo 7. Separación temporal de personas privadas de libertad por comportamiento violento o seguridad.- Para precautelar la vida e integridad de las personas privadas de libertad con comportamientos violentos o por motivos de seguridad de la persona o del centro de privación de libertad, se optará por la separación temporal de éstas, previo informes técnicos del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria y del área de diagnóstico e información del centro de privación de libertad. Se encuentra prohibido aplicar sanciones que no estén establecidas en los instrumentos normativos correspondientes. Esta separación no será considerada aislamiento ni medida sancionatoria.

La máxima autoridad del centro de privación de libertad destinará áreas específicas para reubicar a las personas privadas de libertad por comportamientos violentos o por seguridad.
La separación temporal de la persona privada de libertad durará el tiempo necesario para superar la causa que la motivó, el cual, no podrá exceder de siete (7) días, renovables por una sola vez. El área y los profesionales competentes, de manera inmediata, realizarán el seguimiento permanente de la persona privada de libertad sujeta a esta medida, y emitirá los informes necesarios a la máxima autoridad del centro, para finalizar su separación temporal y proceder a su reubicación o traslado por seguridad. La separación no implicará ausencia de contacto humano apreciable.

Se precautelarán los derechos de las personas privadas de libertad que se encuentren separadas del resto de la población privada de libertad. Los espacios de separación en los casos mencionados en este artículo tendrán luz, ventilación, mobiliario adecuado y acceso a servicios básicos; así como, dispondrán de espacio para la persona privada de libertad en separación.

Artículo 25. Separación de personas privadas de libertad.- La máxima autoridad del centro de privación de libertad en coordinación con el equipo técnico y de seguridad penitenciaria del centro, organizará y ubicará a las personas privadas de libertad bajo los criterios de separación, en secciones diferenciadas de acuerdo con los siguientes parámetros:

1. Condición jurídica: medida cautelar de prisión preventiva, apremio personal y sentencia condenatoria;

2. Sexo: hombres de mujeres;

3. Edad: adultos de adultos mayores;

4. Nivel de seguridad: mínima, media y máxima seguridad, de acuerdo con la clasificación inicial y

reclasificación que corresponda;

5. Tipo de infracción cometida: contravención, delito, infracciones de tránsito;

6. Necesidad de protección: Personas privadas de libertad que manifiesten comportamientos violentos y/o que pongan en riesgo la integridad del resto de personas privadas de su libertad o del personal penitenciario; personas privadas de libertad que necesitan de protección especial por motivos de seguridad; personas privadas de libertad que son parte del Sistema Nacional de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos y otros Participantes en el Proceso Penal; y, necesidad de tratamiento psiquiátrico;
Artículo 173. Separación y ubicación física de la persona privada de libertad.- La separación y ubicación física de la persona privada de libertad deberá coincidir con el nivel de seguridad de mínima, media o máxima seguridad establecida en el acta de clasificación inicial, firmada por el equipo técnico de información y diagnóstico del centro. A efecto de precautelar la integridad de la persona privada de libertad, para la ubicación física de la misma se contará con el criterio del superior jerárquico de seguridad penitenciaria asignado al centro de privación de libertad. Esta ubicación física será modificada según la reclasificación, progresión o regresión que se realice durante la privación de libertad.

En los casos en que se detecte que la seguridad de la persona privada de libertad se encuentre en riesgo, previo informe del superior jerárquico de seguridad penitenciaria asignado al centro, la máxima autoridad del centro dispondrá la reubicación de la persona privada de libertad en una de las etapas o pabellones del centro que brinden las condiciones de seguridad necesarias. De ser el caso, se procederá conforme establece el presente Reglamento en lo relativo a traslados por seguridad.

En cuanto a la trato que debe dárseles a las personas privadas de la libertar la misma Corte en el caso Loayza Tamayo vs. Perú, mediante sentencia de 17 de septiembre de 1997, dispuso:

57. Todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana […] en violación del artículo 5 de la Convención Americana.

En suma, cualquier Estado se presenta como el garante de las personas privadas de la libertad que se encuentran en los centros penitenciarios bajo su jurisdicción, ciudadanos a los cuales debe respetárseles sus derechos fundamentales, por tanto, deben tomarse las medidas provisionales y permanentes que permitan a los internos no tener un sufrimiento mayor al que es causa de la propia privación de la libertad.

Cabe recordar que el Estado ecuatoriano cuenta con varios casos en los cuales se los ha declarado responsable de vulnerar los derechos de las personas privadas de libertad, a modo de ejemplo se puede citar lo expuesto en el Caso Tibi:

159. La Corte entiende que, a la luz de la  obligación general de los Estados partes de respetar y garantizar los derechos a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana, el Estado tiene el deber de iniciar de oficio e inmediatamente una investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a los responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en violación del artículo 5 de la Convención Americana. En el presente caso, la Corte observa que el Estado no actuó con arreglo a esas previsiones. El señor Daniel Tibi presentó serias lesiones cuando estuvo detenido en la Penitenciaría del Litoral, lo que debió ser motivo suficiente para  que las autoridades competentes iniciaran, de oficio, una investigación sobre lo ocurrido a éste. Esta actuación está normada, además, de manera específica en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura que obligan a los Estados partes a tomar todas las medidas efectivas para prevenir y sancionar todos los actos de tortura dentro del ámbito de su jurisdicción. Desde que entró en vigor en el Ecuador la referida Convención Interamericana contra la Tortura (…), es exigible al Estado el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho tratado. Está probado que, en el lapso transcurrido desde esa fecha, el Estado no ha investigado, juzgado ni sancionado a los responsables de las torturas a las que fue sometida la presunta víctima.  Por ello, para la Corte esta conducta constituye una violación de los artículos 5 de la Convención  Americana, en relación con el 1.1 de la misma, así como inobservancia de las obligaciones contenidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura.

Respecto a salvaguardas en primeras horas de detención o privación de libertad en destacamentos militares o policiales.

 

V. PRUEBA

Se detalla la prueba existente o en su caso se solicita al Juez/a la realización de las pruebas que sean necesarias en la causa
VI. PETICIÓN
En aplicación de la norma contenida en el artículo 90 de la Constitución, considerando que los hechos señalados han evidenciado la falta de la obligación del Estado para garantizar los derechos a la vida e integridad de las personas privadas de libertad,  solicitamos que siguiendo el trámite previsto para esta garantía  jurisdiccional de hábeas corpus,   convoque  a audiencia y  después de escucharlos se adopte las medidas necesarias para que las entidades accionadas realicen lo siguiente:
VII. LUGAR DONDE SE LE PUEDE HACER CONOCER DE LA ACCIÓN A LA PERSONA O ENTIDAD ACCIONADA
Considerando que el Art. 8 numeral 4 de la LOGJCC hace referencia notificación de las partes involucradas se hará por los medios más eficaces, hará conocer a los accionados en las siguientes direcciones:
Otras autoridades o entidades 

Al señor Procurador General del Estado se le citará en la Av. Amazonas N39-123 y José Arízaga.
VIII. LUGAR DONDE HA DE NOTIFICARSE A LA PERSONA ACCIONANTE
De conformidad con lo previsto en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, los accionantes quedan autorizados, a fin de que en forma individual o conjunta suscriban cuanto escrito sea necesario, asistan a la audiencia pública y realicen las gestiones necesarias en la presente solicitud de acción de protección.

Las notificaciones que nos correspondan las recibiremos en el casillero judicial No. …. del Palacio de Justicia de …, perteneciente a la Defensoría del Pueblo de Ecuador, así como también en las direcciones electrónicas ….
IX. DECLARACIÓN DE QUE NO SE HA PLANTEADO OTRA GARANTÍA
Declaró que no he planteado otra garantía jurisdiccional de hábeas corpus por los mismos hechos, contra las mismas personas y con la misma pretensión.

Nombre del servidor……
Unidad de la DPE
�Considerar que este apartado se puede aplicar para presentar habeas corpus respecto a condiciones de privación de libertad, sin embargo el funcionario debe ver si es aplicable.


�Respecto a la falta de aplicación de salvaguardas en las primeras horas de detención considerar la normativa que se agrega como anexo








